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VISTOS, los autos para dictar sentencia en el juicio de 

amparo 1086/2019, promovido por J*** L*** G*******, en 

contra de omisiones del Presidente de los Estados Unidos 

Mexicanos y de otras autoridades; y, 

 

R E S U L T A N D O 

 

PRIMERO. Demanda de Amparo. El dieciocho de julio 

de dos mil diecinueve, J*** L*** G******* presentó una 

demanda de amparo en la Oficina de Correspondencia 

Común de los Juzgados de Distrito en Materia Administrativa 

en la Ciudad de México, en la que señaló como actos 

reclamados, los siguientes: 

 

“IV. NORMA GENERAL, ACTO U OMISIÓN DE AUTORIDAD 
RECLAMADA. - - - A) De la autoridad responsable 
denominada El encargado del despacho  de la Comisión de 
Apelación y Arbitraje del Deporte, Órgano Desconcentrado de 
la Secretaría de Educación Pública, se le reclama la omisión de 
dar trámite al recurso de apelación (deportiva) interpuesta por 
el suscrito mediante correo electrónico institucional en fecha 15 
de mayo de 2019 y ratificado mediante escrito presentado ante 
dicha autoridad en fecha 20 de mayo de 2019, recurso cuyo 
trámite se encuentra previsto en los artículos 79, fracción I, y 83 
de la Ley General de Cultura Física y Deporte y su 
Reglamento. - - - B) De la autoridad responsable denominada 
Presidente Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos se 
reclama la omisión de designar y expedir el nombramiento 
respectivo al Presidente y Cuatro Miembros Titulares del Pleno 
de la Comisión de Apelación y Arbitraje del Deporte para que 
entren en funciones del periodo del año 2019 al año 2022. - - - 
C) De la autoridad responsable denominada Consejero Jurídico 
del Ejecutivo Federal se reclaman las omisiones de dar el 
apoyo técnico y jurídico necesario tendientes a que el 
Presidente Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos 
designe y expida el nombramiento respectivo al Presidente y 
Cuatro Miembros Titulares del Pleno de la Comisión de 
Apelación y Arbitraje del Deporte para que entren en funciones 
del periodo del año 2019 al año 2022. - - - D) De la autoridad 
responsable denominada Secretario de Educación Pública se 
reclama la omisión de gestionar todos los trámites y acciones 
necesarias ante el Presidente Constitucional de los Estados 
Unidos Mexicanos y el Consejero Jurídico del Ejecutivo Federal 
tendientes a que se logre la designación y expedición del 
nombramiento respectivo del Presidente y Cuatro Miembros 
Titulares del Pleno de la Comisión de Apelación y Arbitraje del 
Deporte que deben entrar en funciones durante el periodo del 
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año 2019 al año 2022, pues dicha comisión es un órgano 
desconcentrado de la Secretaría de Educación Pública.” 

 

El quejoso indicó que no existía tercero interesado; narró 

los antecedentes de las omisiones reclamadas; señaló como 

violados los derechos reconocidos en los artículos 1, 8 y 17 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

y formuló los conceptos de violación que estimó conducentes. 

 

SEGUNDO. Turno y prevención. La demanda fue 

turnada a este Juzgado Cuarto de Distrito en Materia 

Administrativa en la Ciudad de México. Por acuerdo de 

veintidós de julio de dos mil diecinueve, se formó el 

expediente 1086/2019 y se previno al promovente para que 

aclarara y precisara las omisiones que señalaba como 

reclamadas. 

 

TERCERO. Aclaración de la demanda y admisión. El 

treinta y uno de julio de dos mil diecinueve, el quejoso 

presentó su escrito aclaratorio en el que: (i) indicó los 

preceptos legales que, en su consideración, establecían la 

obligación de actuar de las autoridades responsables cuya 

omisión impugnaba; (ii) desistió de señalar como autoridad 

responsable al Secretario de Educación Pública; y; (iii) 

señaló como autoridad responsable al Presidente del Sistema 

Nacional de Cultura Física y Deporte (SINADE). 

 

El dos de agosto de dos mil diecinueve, se admitió a 

trámite la demanda; se requirió a las autoridades 

responsables para que rindieran su informe justificado, se dio 

la intervención que corresponde al Agente del Ministerio 

Público de la Federación adscrito y se señaló fecha y hora 

para la celebración de la audiencia constitucional. 
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CUARTO. Tercero Interesado. Por acuerdo de 

veinticuatro de octubre de dos mil diecinueve, se ordenó 

emplazar con el carácter de tercero interesada a la 

Federación de *****  **  la República Mexicana, 

asociación civil, la que no compareció a juicio. 

 

QUINTO. Audiencia constitucional. Previos 

diferimientos, la audiencia constitucional se celebró el cuatro 

de diciembre de dos mil diecinueve, al tenor del acta que 

antecede y concluye con el dictado de la presente sentencia; 

y, 

 

C O N S I D E R A N D O 

 

PRIMERO. Competencia. Este Juzgado de Distrito es 

competente para resolver este juicio de amparo, toda vez que 

se reclaman omisiones de autoridades administrativas, las 

cuales carecen de ejecución, aunado a que la demanda se 

presentó en la Ciudad de México, territorio en el que ejerce 

jurisdicción este Juzgado. 

 

Lo anterior, de conformidad con lo establecido en los 

artículos 103, fracción I y 107, fracción IV, de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1°, fracción I, 33, 

fracción IV y 37, párrafo tercero, de la Ley de Amparo; 52, 

fracción IV, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 

Federación, todos ellos en relación con el Punto Cuarto, 

fracción I, del Acuerdo General 3/2013 del Pleno del Consejo 

de la Judicatura Federal, relativo a la determinación del 

número y límites territoriales de los circuitos territoriales en 

que se divide la República Mexicana; y al número, a la 

jurisdicción territorial y especialización por materia de los 

Tribunales de Circuito y de los Juzgados de Distrito, 
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publicado en el Diario Oficial de la Federación el quince de 

febrero de dos mil trece. 

 

SEGUNDO. Antecedentes. A continuación se relatan los 

antecedentes más relevantes del asunto: 

 

1. J*** L*** G******* es miembro de la Federación de 

***** ** la República Mexicana, asociación civil. 

 

2. El quince de mayo de dos mil diecinueve, J*** L*** 

G******* interpuso de manera electrónica un recurso de 

apelación ante la Comisión de Apelación y Arbitraje del 

Deporte1 en contra de la convocatoria a una asamblea de 

aquella Federación, su celebración y los acuerdos tomados 

en la misma. Dicho recurso se registró con el expediente 

CAAD-RA-**/2019. 

 

3. El veinte de mayo de dos mil diecinueve, J*** L*** 

G******* compareció a ratificar su recurso; sin embargo, se 

le informó que los integrantes de la CAAD habían concluido 

sus nombramientos el veinticuatro de abril de dos mil 

diecinueve y que no habían sido designados los nuevos 

integrantes. 

 

4. El quince de julio de dos mil diecinueve J*** L*** 

G******* acudió a las instalaciones de la CAAD con la 

finalidad de darle seguimiento a su recurso de apelación, 

pero el personal administrativo le informó que mientras no 

fueran designados sus integrantes, no se podría dar trámite a 

su recurso ni resolverlo. 

 

5. Inconforme con lo anterior, J*** L*** G******* 

promovió el juicio de amparo que ahora se resuelve. 

                                                           
1 En lo sucesivo, se aludirá a dicha Comisión únicamente por su siglas «CAAD» 
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TERCERO. Precisión de los actos reclamados. En el 

artículo 74, fracción I, de la Ley de Amparo, se establece que 

la sentencia de amparo debe contener la fijación clara y 

precisa de los actos reclamados. 

 

El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha 

establecido que la demanda de amparo debe ser interpretada 

en su integridad con la finalidad de establecer con exactitud 

la intención del promovente y, de esta forma, armonizar los 

datos y los elementos que la conforman con el fin de dictar 

una resolución que contenga la fijación clara y precisa de los 

actos reclamados.2 

 

Asimismo, el Pleno del Alto Tribunal ha señalado que para 

lograr la fijación clara y precisa de los actos reclamados debe 

acudirse a la lectura íntegra de la demanda sin atender a los 

calificativos que en su enunciación se hagan sobre su 

constitucionalidad o inconstitucionalidad. 

 

De igual manera, ha establecido que los juzgadores de 

amparo deberán armonizar los datos que emanen del escrito 

inicial de demanda, en un sentido que resulte congruente con 

todos sus elementos, e incluso con la totalidad de la 

información del expediente del juicio, atendiendo 

preferentemente al pensamiento e intencionalidad de su 

autor, descartando las precisiones que generen oscuridad o 

confusión. 

 

Así, al fijar los actos reclamados, el Juez deber atender a 

lo que quiso decir el quejoso y no únicamente a lo que en 

                                                           
2 Véase la jurisprudencia P./J. 40/2000, que lleva por rubro: “DEMANDA DE 
AMPARO. DEBE SER INTERPRETADA EN SU INTEGRIDAD”. Consultable en 
el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XI, 
Abril de 2000, Materia Común, página 32. Registro: 192097. 
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apariencia dijo, pues solo de esta manera se puede lograr 

congruencia entre lo pretendido y lo resuelto.3 

 

A partir de las anteriores ideas y de una interpretación 

íntegra de la demanda de amparo y de las demás 

constancias que obran en autos, este Juzgador concluye que 

J*** L*** G******* pretende que a través del juicio de 

amparo, se ejerza control de la constitucionalidad sobre las 

omisiones siguientes: 

 

 La omisión de dar apoyo técnico al Presidente de la 

República para la designación de los integrantes de la 

CAAD. La cual se atribuye al Consejero Jurídico del 

Ejecutivo Federal. 

 

 La omisión de proponer al Presidente de la República a 

las personas que pudieran ser designadas como 

integrantes de la CAAD. La cual se atribuye  a la 

Presidenta del Sistema Nacional de Cultura Física y 

Deporte 

 

 La omisión de designar a los integrantes de la CAAD. La 

cual se atribuye al Presidente de la República. 

 

 La omisión de tramitar el recurso de apelación que 

interpuso en contra de la Federación de *****  ** la 

República Mexicana, asociación civil y que dio origen al 

expediente CAAD-RA-**/2019. La cual se atribuye al 

encargado del despacho de la CAAD. 

 

CUARTO. Inexistencia de omisiones. No son ciertas las 

omisiones reclamadas a las autoridades siguientes: (i) 

encargado del despacho de la CAAD; (ii) Consejero Jurídico 

del Ejecutivo Federal; y, (iii) Presidenta del Sistema Nacional 

de Cultura Física y Deporte, razón por la cual, debe 

decretarse el sobreseimiento en el juicio por lo que hace a 

                                                           
3 Así lo estableció en la tesis P. VI/2004 que lleva por rubro: “ACTOS 
RECLAMADOS. REGLAS PARA SU FIJACIÓN CLARA Y PRECISA EN LA 
SENTENCIA DE AMPARO”. Visible en el Semanario Judicial de la Federación y 
su Gaceta, Novena Época, Tomo XIX, Abril de 2004, Materia Común, página 255. 
Registro 181810. 
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dichas autoridades, en términos del artículo 63, fracción IV, 

de la Ley de Amparo. 

 

La carga de la prueba sobre la existencia de los actos 

reclamados en el juicio de amparo, depende de si se trata de 

actos positivos o actos omisivos. 

 

Cuando se reclaman actos omisivos en el juicio de 

amparo, su certeza depende de la existencia de una 

obligación legal hacia la autoridad de actuar en el sentido en 

que pretende la parte quejosa. 

 

Resulta aplicable la tesis 1a. XXIV/98, que lleva por rubro: 

“ACTOS DE NATURALEZA OMISIVA. PARA ESTAR EN 

APTITUD DE PRECISAR SU CERTEZA O FALSEDAD, 

DEBE ACUDIRSE EN PRINCIPIO A LAS NORMAS 

LEGALES QUE PREVÉN LA COMPETENCIA DE LA 

AUTORIDAD PARA DETERMINAR SI EXISTE O NO LA 

OBLIGACIÓN DE ACTUAR EN EL SENTIDO QUE INDICA 

EL QUEJOSO”.4 

 

Por tanto, la existencia de actos omisivos, debe 

determinarse analizando si la autoridad responsable se 

encontraba en aptitud legal de atender lo solicitado. 

 

Véase la jurisprudencia 2a./J. 99/2018 (10a.), que lleva 

por rubro: “ACTOS OMISIVOS. CUANDO LA AUTORIDAD 

NIEGA SU EXISTENCIA, EL JUEZ DEBE EXAMINARLA 

                                                           
4 Sustentada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 
Tomo VII, Junio de 1998, Materias Común y Administrativa; página 53. Registro: 
196080. 
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VERIFICANDO SI LA RESPONSABLE SE ENCONTRABA 

EN APTITUD LEGAL DE ATENDER A LO SOLICITADO”.5 

 

Así, cuando se impugnan actos omisivos, una vez 

determinado que la autoridad responsable tiene facultades 

legales para actuar en un determinado sentido, es ella quien 

tiene la carga de la prueba, es decir, tiene la obligación de 

demostrar que ha ejercido sus facultades. 

 

Lo anterior, de conformidad con el artículo 82 del Código 

Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a 

la Ley de Amparo, en el que se establece que el que niega un 

hecho solo está obligado a probar cuando su negación 

envuelve la afirmación de otro hecho. 

 

Al tenor de las explicaciones dadas, este Juez de Distrito 

concluye lo siguiente: (i) el encargado del despacho de la 

CAAD no tiene facultades para resolver, tramitar, sustanciar o 

emitir cualquier especie de acuerdo en el recurso de 

apelación CAAD-RA-**/2019; (ii) el Consejero Jurídico del 

Ejecutivo Federal carece de facultades para sugerir o 

proponer los nombramientos de los integrantes de la CAAD al 

Presidente de la República; y, (iii) la facultad que tenía la 

Presidenta del Sistema Nacional de Cultura Física y Deporte 

para proponer al Presidente de la República a los integrantes 

de la CAAD ya no está vigente.  

 

En efecto, en relación con la omisión de tramitar el 

recurso de apelación que dio origen al expediente CAAD-RA-

**/2019, debe tenerse en consideración que de conformidad 

con el artículo 79, fracción I, de la Ley General de Cultura 

                                                           
5 Establecida por la Segunda Sala del Alto Tribunal, visible en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Fuente: Libro 59, Octubre de 
2018, Tomo I, Materia Común, página 926. Registro: 2018110. 
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Física y Deporte6, corresponde a la CAAD [como órgano 

colegiado] conocer y resolver el recurso de apelación. 

 

En el artículo 83, fracción II, de la misma ley7, se 

establece que será la CAAD quien provea sobre la 

tramitación y resolución del recurso de apelación, es decir, 

quien decidirá sobre la admisibilidad del recurso o, en su 

caso, sobre la prevención al recurrente; incluso, en el artículo 

120 del Reglamento General de la Ley de cultura Física y 

Deporte, se establece que dichas facultades corresponden al 

Pleno de la CAAD. 

 

Lo anterior, quiere decir que el encargado del despacho 

de la CAAD no tiene atribuciones legales para decidir sobre la 

admisibilidad del recurso de apelación interpuesto por el 

quejoso y mucho menos para resolverlo, sino que dicha 

facultad corresponde directamente a la CAAD. 

 

No pasa inadvertido que, al rendir su informe justificado, 

el encargado del despacho de la CAAD aceptó parcialmente 

la omisión que se le atribuye, pues aun cuando el Titular de la 

Unidad de Asuntos Jurídicos y Transparencia de la Secretaría 

de Educación Pública, a través del oficio DPJA.DA/SN/2019, 

de veinticinco de abril de dos mil diecinueve, lo «designó» 

                                                           
6 Artículo 79. La CAAD, tendrá las siguientes atribuciones: 

I. Conocer y resolver mediante el recurso de apelación, sobre las impugnaciones 
planteadas por cualquier persona física o moral inscrita en el RENADE o 
cualquiera de los miembros del SINADE, en contra de actos, omisiones, 
decisiones, acuerdos o resoluciones emitidos por las autoridades, entidades u 
organismos deportivos, que afecten los derechos deportivos establecidos a favor 
del apelante, en la presente Ley o en los reglamentos y demás disposiciones que 
de ella emanen. 

7 Artículo 83. La tramitación y resolución del recurso de apelación a que hace 
referencia este Título, se sujetará a los requisitos y condiciones siguientes: 

[…] 

II. La CAAD, dentro de los cinco días hábiles siguientes a la recepción del escrito 
o de la comparecencia respectiva, por la que se interpuso el recurso de apelación, 
o en su caso, a la ratificación del recurso, acordará sobre la prevención, 
admisibilidad o no del recurso. 
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para hacerse cargo del área administrativa y sustantiva, de 

los asuntos y del personal de la CAAD hasta que fueran 

designados sus integrantes, lo cierto es que en este caso, la 

facultad para actuar en el sentido que exige el quejoso debe 

provenir de una norma jurídica y no de un acto administrativo, 

como lo es el oficio mencionado. 

 

Por tanto, la facultad que se otorga a la CAAD en los 

artículos 79, fracción I y 83, fracción II, de la Ley General de 

Cultura Física y Deporte, para tramitar, conocer y resolver los 

recursos de apelación, no puede ser delegada a un 

encargado del despacho simplemente a través de un oficio. 

 

Al respecto, resulta aplicable, por identidad de razón, la 

tesis sin número, sustentada por la Segunda Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, que lleva por rubro: 

“ACTOS RECLAMADOS, INEXISTENCIA DE LOS, AUN 

CUANDO LAS AUTORIDADES RESPONSABLES 

MANIFIESTEN QUE SON CIERTOS, SI DEL TEXTO DEL 

INFORME RESULTA QUE NO LOS ORDENARON”.8 

 

Es importante mencionar que el hecho de que la CAAD no 

haya tramitado ese recurso de apelación porque sus 

integrantes no han sido designados, es una cuestión que se 

abordará más adelante. 

 

Por otro lado, en relación con la omisión atribuida al 

Consejero Jurídico del Ejecutivo Federal, este Juez de 

Distrito concluye que también es inexistente, ya que no existe 

una norma que lo faculte para para sugerir o proponer los 

nombramientos de los integrantes de la CAAD al Presidente 

de la República. 

 
                                                           
8 Visible en el Semanario Judicial de la Federación, Séptima Época, Volumen 139-
144, Tercera Parte, Materia Común, página 10. Registro 237797. 
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De conformidad con el artículo 43, fracciones I y IV, de la 

Ley Orgánica de la Administración Pública Federal9, el apoyo 

técnico que el Consejero Jurídico del Ejecutivo Federal le 

puede brindar, requiere que este último se lo haya 

encomendado previamente, mientras que la facultad de 

revisar los proyectos de nombramientos no es equiparable a 

la posibilidad de sugerirlos o proponerlos. 

 

En efecto, en el artículo 43, fracción IV, de la ley 

mencionada, se establece la facultad del Consejero Jurídico 

del Ejecutivo Federal de revisar proyectos de diversos actos, 

entre ellos nombramientos, con la finalidad de someterlos a 

consideración y, en su caso, firma del Presidente de la 

República; sin embargo, esa facultad solo consiste en la 

posibilidad de revisar los proyectos de documentos que serán 

sometidos a consideración y firma del Presidente de la 

República, mas no implica que pueda sugerir o proponer a las 

personas sobre las que habrán de recaer esos 

nombramientos. 

 

Dicho de otra manera, en esas hipótesis, la facultad del 

Consejero Jurídico del Ejecutivo Federal se limita a revisar el 

proyecto de documento que firmará el Presidente de la 

República, pues parte de la premisa de que este último ya ha 

elegido a la persona que habrá de designar. 

 

En consecuencia, es inexistente la omisión atribuida al 

Consejero Jurídico del Ejecutivo Federal, ya que no existe 

                                                           
9 Artículo 43. A la Consejería Jurídica del Ejecutivo Federal corresponde el 
despacho de los asuntos siguientes: 

I. Dar apoyo técnico jurídico al Presidente de la República en todos aquellos 
asuntos que éste le encomiende; 

[…] 

IV. Revisar los proyectos de reglamentos, decretos, acuerdos, nombramientos, 
resoluciones presidenciales y demás instrumentos de carácter jurídico, a efecto de 
someterlos a consideración y, en su caso, firma del Presidente de la República. 
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norma que lo obligue a actuar en el sentido que pretende el 

quejoso, esto es, a sugerir o proponer al Presidente de la 

República los nombres de aquellas personas que habrán de 

ser designadas para integrar la CAAD. 

 

Finalmente, tampoco existe la omisión que se atribuye a 

la Presidenta del Sistema Nacional de Cultura Física y 

Deporte, consistente en proponer al Presidente de la 

República a los integrantes de la CAAD. 

 

El quejoso pretende sustentar la existencia de esa 

obligación en el artículo 5 del Reglamento para la Integración 

y Funcionamiento de la CAAD, publicado en el Diario Oficial 

de la Federación el quince de diciembre de dos mil once, en 

el que se estableció que la designación de los miembros 

titulares de la CAAD los haría el Ejecutivo Federal a 

propuesta del Sistema Nacional del Sistema Nacional de 

Cultura Física y Deporte. 

 

No obstante, dicha disposición reglamentaria no puede 

estimarse en vigor, ya que el siete de junio de dos mil trece, 

se publicó en el Diario Oficial de la Federación una nueva Ley 

General de Cultura Física y Deporte y, en sus artículos 

transitorios se estableció lo siguiente: 

 

“Segundo. Se abroga la Ley General de Cultura Física y 
Deporte, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 
veinticuatro de febrero de dos mil tres, y se derogan todas las 
disposiciones jurídicas que contravengan la presente Ley. 
 
Tercero. El Reglamento y demás disposiciones reglamentarias 
a que se refiere esta Ley deberán expedirse dentro de los seis 
meses siguientes a la entrada en vigor de la Ley. 
 
Cuarto. En tanto se expiden las disposiciones reglamentarias 
de esta Ley, seguirán en vigor las que han regido hasta 
ahora, en lo que no la contravengan”. 
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Con la entrada en vigor de esa nueva Ley General de 

Cultura Física y Deporte se reconoció la vigencia de las 

disposiciones reglamentarias que no la contravinieran. 

 

En ese sentido, si en el artículo 80, segundo párrafo, de 

dicha Ley, se establece que el Presidente de la República 

designará a los a los miembros titulares de la CAAD, sin que 

se haga alusión a una diversa autoridad que los proponga, es 

claro que la disposición reglamentaria de la que se pretende 

derivar la omisión atribuida a la Presidenta del Sistema 

Nacional de Cultura Física y Deporte, ya no podría estimarse 

aplicable, pues es contraria a las disposiciones de la Ley. 

 

Por tanto, al actualizarse la hipótesis prevista en el 

artículo 63, fracción IV, de la Ley de Amparo, se sobresee en 

el juicio por lo que hace a las omisiones atribuidas al 

encargado del despacho de la CAAD, al Consejero Jurídico 

del Ejecutivo Federal y a la Presidenta del Sistema Nacional 

de Cultura Física y Deporte. 

 

QUINTO. Existencia de la omisión. Es cierta la omisión 

reclamada al Presidente de la República de designar a los 

integrantes de la CAAD, ya que así lo manifestó 

expresamente al rendir su informe justificado, en el que 

sostuvo: 

 

“[…] si bien es cierto, el Titular del Ejecutivo Federal no ha 
tenido a bien nombrar al Presidente, ni a los 4 miembros 
Titulares del Pleno de la Comisión de Apelación y Arbitraje del 
Deporte, para el periodo comprendido del año 2019 a 2022, 
también lo es que no existe disposición normativa que lo 
obligue a realizarlo en un periodo determinado”. 

 

Aunado a ello, como ya se mencionó con anterioridad, en 

el artículo 80, segundo párrafo, de la Ley General de Cultura 
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Física y Deporte, se establece la facultad del Presidente de la 

República de designar a los integrantes de la CAAD. 

 

Tenemos que existe una disposición legal que obliga a la 

autoridad responsable a actuar en el sentido que señala el 

quejoso, razón por la cual, será materia del fondo analizar si 

existe una justificación constitucional para no ejercerla. 

 

No pasa inadvertido para este Juez de Distrito que a 

través del oficio 5.4401/2019, de diecisiete de octubre de dos 

mil diecinueve, el Consejero Jurídico del Ejecutivo Federal, 

en representación del Presidente de la República, informó 

que el uno de octubre de ese año, se designó a Juan 

Bautista Gómez Moreno como Presidente de la CAAD; sin 

embargo, lo cierto es que a la fecha en que se dicta esta 

sentencia no está demostrado que los otros cuatro 

integrantes hayan sido designados. 

 

Así, dicha designación no hace inexistente la omisión que 

se le atribuye. 

 

Finalmente, el Presidente de la República no hizo valer 

causas de improcedencia y, al no advertirse alguna de oficio, 

lo procedente es pasar al análisis de fondo.10 

 

SEXTO. Estudio de fondo. En el artículo 76 de la Ley de 

Amparo se establece que el órgano jurisdiccional podrá 

examinar en su conjunto los conceptos de violación y demás 

razonamientos, con la finalidad de resolver la cuestión 

efectivamente planteada. 

 

                                                           
10 En su informe justificado solicitó el sobreseimiento en el juicio bajo el argumento 
de que no existías la omisión atribuida; sin embargo, la existencia de la omisión 
reclamada ya fue analizada y, en todo caso, sus demás argumentos se relacionan 
con la validez de la omisión que se le atribuye, lo que no constituye una causa de 
improcedencia ni de sobreseimiento. 
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Con este fundamento, se analizarán en su conjunto los 

conceptos de violación expuestos en la demanda de amparo, 

en los que se alega que se vulnera el derecho de acceso a la 

justicia pronta, ya que el hecho de que no hayan sido 

designados los integrantes de la CAAD, impide que se tramite 

y resuelva el recurso de apelación que interpuso, lo que 

provoca que no se le imparta justicia en el ámbito deportivo. 

 

Este Juez de Distrito considera que dichos argumentos 

son fundados y suficientes para conceder el amparo 

solicitado. 

 

El problema jurídico a resolver consiste en determinar si 

es inconstitucional la omisión del Presidente de la República 

de designar a los integrantes de la CAAD o, por el contrario, 

si dicha omisión se encuentra justificada constitucionalmente. 

 

Tratándose de actos omisivos, consistentes en la falta de 

ejercicio de una facultad, existe una presunción de 

inconstitucionalidad que la autoridad responsable debe 

desvirtuar. 

 

Así lo ha sostenido la Primera Sala de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación en la tesis 1a. CLXXV/2015 (10a.), 

que lleva por rubro: “ACTO RECLAMADO. SI CONSISTE 

EN LA FALTA DE EJERCICIO DE LAS FACULTADES DE 

LA AUTORIDAD, SE GENERA UNA PRESUNCIÓN DE 

INCONSTITUCIONALIDAD QUE ÉSTA DEBE 

DESVIRTUAR”.11 

 

                                                           
11 Consultable en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 18, Mayo de 2015, Tomo I, Materia Común, página 392. Registro: 
2009181.  
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Entonces, está demostrado que el Presidente de la 

República tiene la facultad de designar a los integrantes de la 

CAAD, tal y como se advierte del artículo 80 de la Ley 

General de Cultura Física y Deporte, que se transcribe a 

continuación:  

 

“80. La CAAD se integrará por un Pleno, por las unidades 
administrativas y Oficinas Regionales, necesarias para el cabal 
desempeño de sus funciones. 
 
El Pleno se integrará por un Presidente y cuatro Miembros 
Titulares. El Ejecutivo Federal designará al Presidente y a 
los Miembros Titulares. 
 
Los nombramientos antes citados, deberán recaer en personas 
con profesión de Licenciado en Derecho o Abogado, amplio 
conocimiento del ámbito deportivo, y reconocido prestigio y 
calidad moral. 
 
El Presidente y los Miembros Titulares de la CAAD, durarán 
tres años en su encargo, pudiendo ser reelectos para un 
periodo más”. 

 

Al haber aceptado que no ha designado a los Miembros 

Titulares de la CAAD, el Presidente de la República sostuvo 

que no existía una norma jurídica que lo obligara a hacerlo en 

un periodo en específico. 

 

Es cierto lo afirmado por el Presidente de la República, en 

el sentido de que no hay una norma jurídica que lo obligue a 

hacer la designación de los integrantes de la CAAD en un 

periodo especifico; sin embargo, su omisión se vuelve 

inconstitucional cuando la falta de designación de los 

miembros de dicha Comisión impide su normal 

funcionamiento. 

 

El sistema constitucional mexicano establece una división 

de poderes de carácter flexible, es decir, permite que los 

poderes Ejecutivo, Legislativo o Judicial realicen funciones 

que, en términos generales, corresponden a la esfera de las 

atribuciones de otro poder, razón por la cual, existen órganos 
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formalmente administrativos [que pertenecen orgánicamente 

al Poder Ejecutivo] pero que ejercen funciones materialmente 

jurisdiccionales.12 

 

Ese es el caso de la CAAD, que de conformidad con el 

artículo 78 de la Ley General de Cultura Física y Deporte es 

un órgano desconcentrado de la Secretaría de Educación 

Pública, cuyo objeto es resolver el recurso de apelación que 

se interponga en los casos y términos previstos en dicha Ley, 

dotado de plena jurisdicción y autonomía para dictar sus 

acuerdos, laudos y resoluciones e independiente de las 

autoridades administrativas.13 

 

Ahora bien, el derecho a la tutela judicial efectiva, 

reconocido en el artículo 17 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos puede definirse como el derecho 

público subjetivo que toda persona tiene, dentro de los plazos 

y términos que fijen las leyes, para acceder de manera 

expedita a tribunales independientes e imparciales, a plantear 

una pretensión o a defenderse de ella, con el fin de que a 

través de un proceso en el que se respeten ciertas 

formalidades, se decida sobre la pretensión o la defensa y, en 

su caso, se ejecute esa decisión.14 

                                                           
12 Véase la tesis sin número, sustentada por la Segunda Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, que lleva por rubro: “DIVISION DE PODERES. 
SISTEMA CONSTITUCIONAL DE CARACTER FLEXIBLE”. Localizable en el 
Semanario Judicial de la Federación, Séptima Época, Volumen 151-156, Tercera 
Parte, Materia Común, página 117. Registro: 237686. 

13 Al respecto, resulta aplicable la tesis a. CLV/2004, sustentada por la Primera 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que lleva por rubro: 
“ADMINISTRACIÓN E IMPARTICIÓN DE JUSTICIA. LOS ÓRGANOS 
PERTENECIENTES AL PODER JUDICIAL NO SON LOS ÚNICOS 
ENCARGADOS DE REALIZAR ESA FUNCIÓN”. Visible en el Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXI, Enero de 2005, Materias 
Constitucional y Común, página 409. Registro: 179690. 

14 Véase la jurisprudencia 1a./J. 42/2007, sustentada por la Primera Sala del Alto 
Tribunal que lleva por rubro: “GARANTÍA A LA TUTELA JURISDICCIONAL 
PREVISTA EN EL ARTÍCULO 17 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. SUS ALCANCES”. Localizable en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXV, 
Abril de 2007, Materia Constitucional, página 124. Registro: 172759. 
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Ese derecho no solo es aplicable en los procedimientos 

ventilados ante jueces y tribunales que pertenezcan 

formalmente al Poder Judicial, sino también a todos aquellos 

seguidos ante autoridades que en su ámbito de competencia 

tienen la atribución de dirimir conflictos entre diversos sujetos 

de derecho, independientemente de que se trate de órganos 

judiciales, o bien, solo materialmente jurisdiccionales. 

 

Así, se advierte de la jurisprudencia 2a./J. 192/2007, que 

lleva por rubro: “ACCESO A LA IMPARTICIÓN DE 

JUSTICIA. EL ARTÍCULO 17 DE LA CONSTITUCIÓN 

POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 

ESTABLECE DIVERSOS PRINCIPIOS QUE INTEGRAN LA 

GARANTÍA INDIVIDUAL RELATIVA, A CUYA 

OBSERVANCIA ESTÁN OBLIGADAS LAS AUTORIDADES 

QUE REALIZAN ACTOS MATERIALMENTE 

JURISDICCIONALES”.15 

 

Entonces, si la CAAD ejerce funciones materialmente 

jurisdiccionales, es un órgano que debe respetar el derecho 

de acceso a la tutela judicial efectiva, que contiene inmerso el 

derecho a la justicia pronta, que se traduce en la obligación 

de las autoridades encargadas de su impartición de resolver 

las controversias ante ellas planteadas, dentro de los 

términos y plazos que para tal efecto establezcan las leyes. 

 

En el artículo 83, fracción II, de la Ley General de Cultura 

Física y Deporte, se establece que dentro de los cinco días 

hábiles siguientes a la recepción de recurso de apelación o 

de la comparecencia respectiva sobre su ratificación cuando 

                                                           
15 Sustentada por la Segunda Sala de la suprema Corte de Justicia de la Nación, 
visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 
Tomo XXVI, Octubre de 2007, Materia Constitucional, página 209. Registro: 
171257. 
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se haya interpuesto por medios electrónicos, la CAAD 

acordará sobre la prevención o admisibilidad del recurso. 

 

En el caso, J*** L*** G******* interpuso su recurso de 

apelación por medios electrónicos el quince de mayo de dos 

mil diecinueve y ratificó dicho escrito el veinte de mayo 

siguiente; sin embargo, a la fecha en que se dicta esta 

sentencia, la CAAD no ha decidido si dicho recurso reúne los 

requisitos para resolver sobre su admisibilidad, toda vez que 

el Presidente de la Republica no ha designado a sus 

integrantes. 

 

Esto quiere decir que ha transcurrido con exceso el plazo 

de cinco días que establece en el artículo 83, fracción II, de la 

Ley General de Cultura Física y Deporte para emitir un 

acuerdo sobre la procedencia del recurso de apelación que 

hizo valer el quejoso, sin que se hubiera hecho, lo que 

demuestra una vulneración al derecho de justicia pronta. 

 

Ahora bien, es evidente que dicha vulneración no 

obedece a una conducta omisiva de la CAAD, ya que al no 

haberse designado a sus integrantes, se ha impedido el 

normal funcionamiento de dicha Comisión, situación que 

únicamente es atribuible al Presidente de la República, por 

ser quien tiene la facultad de designarlos. 

 

Así las cosas, la facultad concedida al Presidente de la 

República en el artículo 80 de la Ley General de Cultura 

Física y Deporte, para designar a los integrantes de la CAAD, 

no se trata de una facultad potestativa que pueda decidir 

libremente si la ejerce o no, sino que se vuelve obligatoria 

cuando su falta de ejercicio provoca un deficiente o incorrecto 

funcionamiento de dicha Comisión, ya que esto se traduce en 
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una afectación al derecho fundamental de tutela judicial 

efectiva. 

 

Por tanto, la falta de designación de los integrantes de la 

CAAD no solo ha provocado un deficiente o incorrecto 

desempeño, sino que incluso ha paralizado una de sus 

funciones primordiales que es impartir justicia en el ámbito 

deportivo. 

 

El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha 

sostenido que el sistema de pesos y contrapesos inherente al 

principio constitucional de división de poderes, tiene como 

finalidad evitar la consolidación de un poder u órgano 

absoluto que por sí sola, sea capaz de producir una distorsión 

en el sistema de competencias previsto en el orden jurídico 

nacional.16 

 

Bajo esa tesitura, si se concluyera que la facultad del 

Presidente de la República para designar a los integrantes de 

la CAAD es de libre ejercicio, se podría permitir la 

paralización total de una institución, lo que traería como 

consecuencia una distorsión en la prestación de los servicios 

públicos, como la que se ha mencionado.  

 

En el caso, aun cuando la CAAD no pertenece 

formalmente al Poder Judicial, lo cierto es que sí realiza 

funciones materialmente jurisdiccionales y su adecuado 

funcionamiento es un imperativo que deriva del artículo 17 

constitucional. 

 
                                                           
16 Al respecto, resulta aplicable por identidad de razón, la jurisprudencia P./J. 
111/2009, que lleva por rubro: “DIVISIÓN DE PODERES A NIVEL LOCAL. 
DICHO PRINCIPIO SE TRANSGREDE SI CON MOTIVO DE LA DISTRIBUCIÓN 
DE FUNCIONES ESTABLECIDAS POR EL LEGISLADOR, SE PROVOCA UN 
DEFICIENTE O INCORRECTO DESEMPEÑO DE UNO DE LOS PODERES DE 
LA ENTIDAD FEDERATIVA RESPECTIVA. Consultable en el Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXX, Diciembre de 2009, 
Materia Constitucional, página 1242. Registro: 165811. 
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Incluso, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación ha sostenido que los principios de regularidad 

en el funcionamiento de los órganos públicos y de división 

funcional de poderes, fueron consagrados para el eficaz 

desarrollo de las actividades encomendadas al Estado, bajo 

la idea de que la coordinación o colaboración logre un 

equilibrio de fuerzas y un control recíproco que garantice la 

unidad del Estado y asegure el establecimiento y la 

preservación del Estado de derecho. 

 

En ese sentido, la Sala ha establecido que la designación 

de los titulares de los órganos de un Poder, debe hacerse con 

la anticipación suficiente que permita salvaguardar el normal 

funcionamiento de los órganos. 

 

Lo anterior, se advierte de la tesis 2a. LII/2012 (10a.), que 

lleva por rubro: “TITULARES DE LOS ÓRGANOS DE UN 

PODER QUE EJERCEN EL CARGO POR PLAZO 

DETERMINADO. SU DESIGNACIÓN ENCOMENDADA A 

OTROS PODERES, DEBE LLEVARSE A CABO CON LA 

ANTICIPACIÓN QUE PERMITA LA SUSTITUCIÓN DE 

AQUÉLLOS BAJO PARÁMETROS QUE SALVAGUARDEN 

EL FUNCIONAMIENTO REGULAR DEL ÓRGANO”.17 

 

En conclusión, el solo hecho de que no exista una norma 

jurídica que obligue al Presidente de la República a designar 

a los integrantes de la CAAD en un plazo específico, no 

justifica constitucionalmente la omisión de designarlos, pues 

con ello, se ha impedido el adecuado funcionamiento de las 

funciones materialmente jurisdiccionales que tiene 

                                                           
17 Visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, 
Libro X, Julio de 2012, Tomo 2, Materia Constitucional, página 1353. Registro: 
2001203. 
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encomendadas esa Comisión, lo que contraviene el artículo 

17 de la Constitución. 

 

Consecuentemente, toda vez que el Presidente de la 

República no logró desvirtuar la presunción de 

inconstitucionalidad de la omisión reclamada, lo procedente 

es conceder el amparo solicitado por J*** L*** G*******. 

 

SÉPTIMO. Efectos del amparo. De conformidad con el 

artículo 74, fracción V, de la Ley de Amparo, la sentencia 

debe contener los efectos y las medidas en que se traduce la 

concesión del amparo. 

 

Por su parte, en el artículo 77, fracción II, de la misma ley, 

se establece que cuando el acto reclamado implique una 

omisión, el efecto del amparo será obligar a la autoridad 

responsable a respetar el derecho de que se trate y a cumplir 

lo que el mismo exija. 

 

En ese sentido, tomando en consideración que el uno de 

octubre de dos mil diecinueve fue designado Juan Bautista 

Gómez Moreno como Presidente de la CAAD, el Presidente 

de la República deberá designar dentro del plazo de quince 

días hábiles a los cuatro miembros titulares restantes de esa 

Comisión. 

 

En este punto, es indispensable aclarar que el hecho de 

que se haya sobreseído en el juicio por lo que hace a la 

autoridad a la que se le atribuyó la omisión de tramitar el 

recurso de apelación, no quiere decir que dicha omisión no 

exista; sin embargo, al ser una consecuencia directa de la 

omisión de designar a los integrantes de la CAAD, es 

evidente que no podía haberse llamado a juicio a dicha 
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Comisión, quien tiene la facultad de sustanciar, tramitar o 

resolver, el recurso de apelación CAAD-RA-**/2019. 

 

Por tanto, una vez que esté debidamente integrada la 

CAAD, deberá proveer dentro del plazo de cinco días hábiles 

lo que en derecho corresponda y con libertad de jurisdicción 

sobre el recurso de apelación referido, interpuesto por J*** 

L*** G*******. 

 

Por lo expuesto y fundado; se resuelve: 

 

PRIMERO. Se sobresee en el juicio, de conformidad con 

el considerando cuarto de esta sentencia. 

 

SEGUNDO. La Justicia de la Unión ampara y protege 

J*** L*** G******* en contra de la omisión a que se refiere 

el considerando sexto y para los efectos precisado en el 

considerando séptimo de esta resolución. 

 

Notifíquese; personalmente al quejoso, por oficio a las 

autoridades responsables y por lista al Ministerio Público de 

la Federación adscrito, de conformidad con el artículo 26, 

fracciones I, inciso e) y II, inciso a) y III, de la Ley de Amparo. 

 

Lo resolvió y firma Juan Pablo Gómez Fierro, Juez 

Cuarto de Distrito en Materia Administrativa en la Ciudad de 

México, quien actúa asistido de Luis Hernández Plata, 

secretario que autoriza y da fe, hasta el día de hoy catorce 

de febrero de dos mil veinte, en que lo permitieron las 

labores del Juzgado. Doy fe. 

 

 

Juez de Distrito     Secretario 
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El secretario Luis Hernández Plata, hace constar que la presente foja 

corresponde a la sentencia dictada el catorce de febrero de dos mil veinte, 

en el juicio de amparo 1086/2019, promovido por J*** L*** G*******; y que 

en esta misma fecha se giraron los oficios comunicando la resolución que 

antecede. Conste. 

 

 

En ___________________ a las nueve horas, se publicó la resolución 

que antecede, por medio de lista fijada en los estrados. Doy fe. 

 

 

 

De conformidad con el artículo 26, fracción I, de la Ley de Amparo, en 

esta fecha se entrega el expediente al actuario judicial. Conste. 
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